EXPEDIENTE NÚMERO 155/2012-JN

En la ciudad de León, Guanajuato, siendo las 11:15 once horas con quince minutos del día 04 cuatro de junio del año 2012, dos mil doce, fecha y hora señalada para la celebración de la audiencia de alegatos, el Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, Licenciado Eliverio García Monzón, quien actúa legalmente asistido por la Secretaria de Estudio y Cuenta, la Licenciada Ma. Teresa Alférez Rodríguez, declara abierta la audiencia de alegatos y se lleva a cabo, sin la asistencia de las partes, por lo que no habiendo pruebas por desahogar, con fundamento en el artículo 287 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en esta audiencia se procede a emitir la sentencia que en derecho corresponde, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos. . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O:

SEGUNDO.- Que la parte actora impugna el acta de infracción número               V-13350, levantada el día 04 cuatro de marzo del año en curso y su calificación; cuya existencia se encuentra acreditada en autos de esta causa administrativa, la del primer acto con el original de la referida acta de infracción y la del segundo acto con el recibo oficial de pago, expedido el día 05 de ese mes y año, documentos que obran en el Secreto de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . 
TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia prevista en el citado artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La Tesorera Municipal y la Directora General de Ingresos en la contestación a la demanda aducen que se actualiza la causal de improcedencia prevista en el artículo 261, fracción VI, del referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en virtud de que no existe el acto impugnado y debe sobreseerse el juicio para ellas. Causal de improcedencia que SE CONFIGURA, en virtud de que en el proceso Administrativo, de acuerdo a lo señalado por el artículo 266, fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, corresponde a la actora acreditar la existencia de los actos impugnados, pues tiene la carga procesal de acompañar a su demanda el documento en el que conste el acto impugnado y, es el caso, que en autos no se encuentra acreditado que la Tesorera Municipal haya emitido la calificación de la infracción, ya que no obra la resolución respectiva en el sumario. Lo anterior es así, toda vez que según lo señalado por el artículo 15 para la Prevención y el Control de la Contaminación a la Atmósfera Generada por Vehículos Automotores, para el Municipio de León, Guanajuato, tanto el Director General de Tránsito como la Tesorera Municipal, tienen facultades para calificar este tipo de infracciones, por ende, es menester que en autos se acredite cuál de estas dos autoridades realizó la calificación, lo que no acontece en la especie, ya que la actora, por un lado, omitió aportar medio de convicción alguno, para demostrar que la Tesorera Municipal fue quien emitió el acto de calificación que nos ocupa y por otro lado, el recibo de pago jurídicamente no constituye un acto administrativo, en virtud de que no crea, declara, reconoce, transmite, modifica o extingue una situación jurídica individual y concreta, pues solo es una constancia de que personal de la Dirección General de Ingresos recibió el pago realizado por concepto de la multa, en consecuencia, de los documentos que obran en autos del sumario, se advierte que no se encuentra demostrada la existencia del algún acto emitido por estas autoridades fiscales, por otro lado, no se omite mencionar que en las constancia que integran esta causa administrativa, no se advierte la existencia de algún acto administrativo emitido por la Directora General de Ingresos; por ende, a pesar de que este Juzgado ha sostenido la improcedencia de esta causal, sigue el criterio sostenido al respecto por las Salas del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato, en los últimos fallos, por lo que concluye que respecto a estas de dos autoridades fiscales, se configura la causal de improcedencia prevista en el artículo 261 fracción VI del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa y de acuerdo a lo estipulado por la fracción II del artículo 262 del mismo Ordenamiento Legal, resulta procedente sobreseer el proceso respecto a estas dos autoridades fiscales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Al respecto, cabe precisar que es cierto, que no se demostró que las autoridades fiscales demandadas hayan emitido la calificación que se les imputa y que el referido recibo oficial AA 1743626, no es un acto administrativo, pero también es verdad que dicho recibo constituye una constancia de que ya se llevó a cabo la calificación de la infracción, porque la actora ya cubrió el monto de la multa impugnada y lo único que se desconoce es la autoridad que emitió el acto de calificación de la infracción. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Asimismo, la Tesorera Municipal y la Directora General de Ingresos en la contestación aducen en lo esencial que se actualiza la causal de improcedencia prevista en el artículo 261, fracción IV, del referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en virtud de que el acto impugnado fue legítima y expresamente consentido por el actor. Causal de improcedencia que NO SE CONFIGURA, toda vez que no existe ninguna manifestación de voluntad que entrañe el consentimiento expreso del acto impugnado, pues a pesar de que en el recibo oficial número AA 1743626, exhibido por la parte actora, se advierte que el impetrante realizó el pago de la sanción que se le impuso por la presunta comisión de la falta administrativa contemplada por el artículo 14, fracción I, inciso A, del Reglamento para la Prevención y el Control de la Contaminación a la Atmósfera Generada por Vehículos Automotores, para el Municipio de León, Guanajuato, pero con la finalidad de que se le regresara el vehículo retirado de circulación, de ahí, que  por el hecho de haber realizado dicho pago, el actor no manifiesta su voluntad de estar conforme con los actos que está impugnando en este proceso; por consiguiente, con esta circunstancia no se tiene a la actora por consintiendo de manera expresa los actos combatidos, precisamente porque se impugnaron ante este Juzgado dentro del término legal y de haber estado de acuerdo con ellos no los estuviere refutando de ilegales.  Por otra parte, el acta de infracción impugnada se levantó con fecha 04 cuatro de marzo del año en curso y la demanda se presentó en la Oficialía Común de Partes de los Juzgados Administrativos Municipales de León, Guanajuato, el día 24 veinticuatro de abril del mismo año, por consiguiente, el actor no está consintiendo de manera tacita los actos combatidos, porque se impugnaron ante este Juzgado dentro del término legal de 30 treinta días hábiles previsto en el artículo 263, primer párrafo,  del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en virtud de que la demanda se presentó el vigésimo noveno día hábil del plazo que le otorga dicho numeral para presentar el medio ordinario de defensa que nos ocupa. . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . 
El Agente de Tránsito demandado en su contestación aduce que los agravios que manifiesta el quejoso, son meras apreciaciones subjetivas, hechos personales narrados en forma aislada, por lo que no presentan eficacia jurídica alguna, razón suficiente para decretar el sobreseimiento; pues bien, tomando en consideración el sentido de esta argumentación, se procede al estudio de la causal de improcedencia prevista en el artículo 261, fracción VII, en relación con el 265, fracción VII, ambos del referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. Causal de improcedencia que NO SE CONFIGURA, en virtud de que la parte actora sí expresa conceptos de impugnación, puesto que aduce razonamientos lógicos y jurídicos tendentes a desvirtuar la legalidad del acta de infracción y la legalidad de la calificación de la infracción, además indica los preceptos legales violados en su perjuicio, manifestando las razones del por qué se da la vulneración de esos preceptos e incluso niega lisa y llanamente haber cometido la infracción que se le imputa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Ante la configuración de la primera causal de improcedencia y la inoperancia de las otras dos causales, de autos se advierte que no se actualiza ningún otra causal de las previstas en el citado artículo 261 por lo que se procede al estudio de los conceptos de impugnación esgrimidos en la demanda. . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.-  Que  con las  facultades que le  confiere al  Juzgador el  artículo 

302, último párrafo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, respecto al acta de infracción número        V-13350, levantada el día 04 cuatro de marzo del año 2012, dos mil doce, se hace valer de oficio, por ser una cuestión de orden público, la incompetencia del Agente de Tránsito demandado, para emitir dicha acta; en consecuencia, se procede al estudio del Reglamento para la Prevención y el Control de la Contaminación a la Atmósfera Generada por Vehículos Automotores, para el Municipio de León, Guanajuato y del Reglamento de Tránsito Municipal de León, Guanajuato, a efecto de determinar si el Agente de Tránsito demandado cuenta o no atribuciones para emitir el acta de infracción impugnada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así, no se omite precisar que el acta de infracción impugnada, como acto administrativo tiene la presunción de legalidad y realizando un análisis de este documento se advierte que el Agente de Tránsito demandado no expresó el fundamento legal que le confiere atribuciones para levantar dicha acta de infracción, toda vez que no se las conceden los Ordenamientos Legales señalados en el párrafo anterior, por las razones en los siguientes párrafos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Bajo esta tesitura, la competencia no se presume, sino que la autoridad demandada al levantar el acta de infracción, se encuentra constreñida a fundar en derecho su competencia; entendiéndose por esto, que tiene que señalar el Ordenamiento Legal, el precepto jurídico, en su caso, la fracción, el inciso, subinciso o el párrafo, que le concede la atribución para elaborar el acta de infracción impugnada. Sin embargo, el Agente de Tránsito demandado carece de competencia para levantarla, toda vez que, por una parte, el Reglamento para la Prevención y el Control de la Contaminación a la Atmósfera Generada por Vehículos Automotores, para el Municipio de León, Guanajuato y el Reglamento de Tránsito Municipal de León, Guanajuato, no establecen ningún precepto que le conceda esa facultad, de este modo, el fundamento que expresa únicamente justifica las atribuciones para elaborar actas de infracción por presuntas infracciones al referido Reglamento de Tránsito; de ahí, resulta que la autoridad demandada no tiene facultades para levantar el acta de infracción que nos ocupa, en razón de que dentro del ámbito de su competencia no se encuentra la elaboración de actas de infracción en materia de emisiones producidas por los vehículos automotores y su verificación; por otra parte, omite expresar la existencia de algún Acuerdo Administrativo mediante el cual se le hayan delegado esas atribuciones, el cual es indispensable señalar, para que en su caso, el impetrante esté en condiciones de impugnar el acto, por ende, en la especie el justiciable, no está en aptitud de examinar si la situación de la autoridad demandada se encuentra dentro del ámbito de la competencia que le concede el Marco Jurídico que regula la materia de emisiones producidas por los vehículos automotores y su verificación, esto es, si la autoridad demandada tiene delegadas o no facultades para levantar el acta de infracción que nos ocupa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . 

Ahora bien, sobre el particular, no se omite precisar que conforme a lo estipulado por el artículo 3 del Reglamento para la Prevención y el Control de la Contaminación a la Atmósfera Generada por Vehículos Automotores, para el Municipio de León, Guanajuato, el Director General de Tránsito Municipal es quien tiene las facultades pare aplicar este Ordenamiento Legal y no existe ninguna disposición Reglamentaria a través de la cual se delegue esa atribución a los Agentes de Tránsito, ni se exhibe algún acuerdo administrativo que delegue esa facultad, por tanto, si la autoridad demandada carece de facultades para levantar el acta combatida, entonces, no es posible estimarla como responsable del acta de infracción, pues el referido Director y el Agente de Transito como Órganos de la Administración Pública Municipal para efectos del proceso, son dos autoridades distintas, cada una con sus propias atribuciones, que son el contenido de las tareas asignadas en la materia a cada una de ellas, por los artículos 3 y 5 del aludido Reglamento para la Prevención y el Control de la Contaminación a la Atmósfera Generada por Vehículos Automotores y 4 fracción IX y 42 primer párrafo, del Reglamento de Tránsito Municipal, respectivamente, ya que estos numerales determinan la amplitud del obrar de las referidas autoridades. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Siendo lo anterior así, el acta impugnada carece de un elemento de validez exigido por la fracción I del artículo 137 del invocado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en razón de que carece de competencia el Agente de Tránsito demandado para elaborar el acta de infracción a debate, por consecuencia, en la especie se configura la causal de nulidad prevista en la fracción I del artículo 302, del mismo Código, por tal virtud, dicho acto impugnado resulta ilegal y afecta de manera directa e inmediata la esfera jurídica del justiciable, violándose en su perjuicio el citado artículo 137, fracción I y el artículo 4, primer párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; por tanto, con fundamento en el artículo 300, fracción II, del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, es procedente declarar la nulidad total del acta de  infracción  número V-13350, levantada el día 04 cuatro de marzo del año 2012, dos mil doce y de su acto consecuente como lo es la calificación de la infracción en donde al justiciable se le impuso una multa por la cantidad de $886.20 (ochocientos ochenta y seis pesos 20/100 moneda nacional); pues, si el acta de infracción afectada de nulidad tiene el carácter de acto principal y la calificación de la infracción el carácter de accesorio, entonces, no existe impedimento para declarar la nulidad de la multa impugnada, en virtud de que lo accesorio sigue la suerte de lo principal. Al respecto, resulta ilustrativo el criterio sostenido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Séptima Época, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis 565, Página 376, bajo el rubro: “ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE.  Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, por otra parte, los tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por consiguiente, ante la nulidad de los actos combatido, el justiciable tiene derecho a que se le restituya en sus derechos violados por la autoridad demandada, por ende, con fundamento en el artículo 300, fracción VI, del aludido Código, se condena al agente de tránsito demandado, a que realice los trámites necesarios ante la Dirección General de Ingresos de la Tesorería Municipal de León, Guanajuato, para que se le haga al actor, la devolución de la referida cantidad, lo que deberá realizar dentro de los 15 quince días hábiles siguientes a la declaración de que cause ejecutoria esta sentencia, plazo contado a partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación del auto que la declare ejecutoriada, por las razones expuestas; debiendo  informar  a este  Órgano de Control de  Legalidad el cumplimiento dado a este fallo y exhibir las constancias relativas al mismo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

QUINTO.- Que la argumentación esgrimida en el considerando que antecede, es suficientes para declarar la nulidad de los actos impugnados, por lo que resulta innecesario el estudio de los conceptos de impugnación esgrimidos en la demanda, toda vez que de proceder éste, en nada variaría el sentido de esta sentencia. Sirve de apoyo la tesis que a la letra dice: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.- Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de estos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías la protección y el amparo de la justicia federal, resulta innecesario el estudio de  los  demás  motivos  de  queja”.  Tercera Sala,  Séptima época,  Volumen 157-162. Cuarta Parte, visible a página  32. . . . . . . . . . . . . . 

Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos, 206-A párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299, 300 fracciones II y VI, y 302 fracciones I, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEGUNDO.- Se declara el SOBRESEIMIENTO DEL PROCESO ADMINISTRATIVO, respecto a la Tesorera Municipal y de la Directora General de Ingresos, por las razones lógicas y jurídicas expuestas en el tercer considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Se declara la NULIDAD TOTAL del acta de Infracción número V-13350, levantada el día 04 cuatro de marzo del año 2012, dos mil doce, y de su acto  consecuente como lo es  su  calificación en donde al actor una multa por la cantidad de $886.20 (ochocientos ochenta y seis pesos 20/100 moneda nacional); lo anterior, por las razones expresadas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . .
CUARTO.- Se condena al Agente de Tránsito demandado a que realice las gestiones necesarias ante la Dirección General de Ingresos de la Tesorería Municipal de León, Guanajuato, para que le haga al actor la devolución de la cantidad de $886.20 (ochocientos ochenta y seis pesos 20/100 moneda nacional), lo que deberá realizar dentro de los 15 quince días hábiles siguientes a la declaración de que cause ejecutoria esta sentencia, plazo contado a partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación del auto que la declare ejecutoriada, por las razones expuestas en el cuarto considerando de este fallo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .. . . . . . . . . . . . . . . .. . 
Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . .  . . . . . . . . 

 En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése  de baja en el Libro de Registros de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . 
Así lo resolvió y firma, en 5 cinco tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . 

